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El Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad que establece la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad tendrá competencia para emitir, reformular y actualizar  las directrices sobre el contenido y la forma de los informes a ser presentados por los Estados Partes. Lo cierto es que la propia Convención establece que los Estados deberían presentar su informe inicial durante la primera sesión del Comité. Por ello, y de conformidad con lo establecido por la Asamblea General en su resolución AG/RES. 2167 (XXXVI-O/06)], la Secretaría General presenta esta orientación general para que los Estados cuenten con lineamientos para la elaboración del mismo y de futuros informes. El documento fue elaborado en consulta con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tomando en consideración el documento CP/CAJP-2415/06 corr. 1 y la respuesta de los Estados y de las organizaciones de la sociedad civil a tal documento. 
Marco de la Convención en lo relativo a los informes 


Al ratificar la Convención, cada Estado se compromete, en virtud del artículo VI 3 a presentar un informe al Secretario General de la Organización para que lo transmita al Comité para ser analizado y estudiado. El inciso 4 indica que los informes deberán incluir las medidas que los Estados Miembros hayan adoptado en la aplicación de esta Convención y cualquier progreso que hayan realizado los Estados parte en la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. Los informes también contendrán cualquier circunstancia o dificultad que afecte el grado de cumplimiento derivado de la presente Convención. 

El informe inicial


En desarrollo de lo establecido por el referido artículo VI de la Convención, se describen a continuación elementos más específicos que podrán ser tomados en cuenta por los Estados para la elaboración de sus informes.

El informe es la primera oportunidad del Estado Parte para presentar al Comité la medida en que sus leyes y prácticas cumplen la Convención.  El informe debería al menos contener la siguiente información:

1. Exponer los aspectos generales del país y una caracterización de las personas con discapacidad y sus familias.

2. Exponer el marco constitucional y jurídico para la aplicación de los derechos de la Convención;

3. Explicar las principales medidas jurídicas y prácticas adoptadas para dar efectividad a los derechos de la Convención; 
4. Demostrar los progresos logrados en el disfrute de los derechos de la Convención por la población del Estado Parte o sujeta a la jurisdicción de éste
5. Expresar cualquier circunstancia o dificultad que afecte el grado de cumplimiento derivado de la presente Convención

Guía del contenido del informe inicial para evaluar los progresos en la aplicación de la Convención: 


Información General

En el informe se debería incluir información general sobre el país, como por ejemplo su estructura político-administrativa; información sobre las principales características étnicas y demográficas del país y de su población, a la vez que los indicadores socioeconómicos y culturales, tales como el ingreso per cápita, el producto interno bruto, la tasa de inflación, la deuda externa, la tasa de desempleo y la tasa de alfabetización.
El Estado Parte debería abordar específicamente cada uno de los artículos de la Convención. Dado que dependiendo del tipo de discapacidad, las medidas que debe adoptar el Estado parte, son de distinta naturaleza, la información provista debería desagregarse de acuerdo a los distintos tipos de discapacidades. Asimismo, el informe debería contemplar una perspectiva de género y analizar la situación de las personas con discapacidad pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad.

En igual medida se debería incluir una caracterización en cuanto a las personas con discapacidad y sus familias, indicando las principales características socioeconómicas, demográficas, educativas, laborales, epidemiológicas y sociales de este grupo de población. Dicha información debería desagregarse, entre otros, por sexo, edad y grupo étnico.
Se incluiría en el informe datos, estadísticas e información proveniente de los registros nacionales relevantes, así como sobre el presupuesto nacional disponible, para que el Comité pueda evaluar los progresos realizados en la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la garantía de sus derechos.
Marco Jurídico

Debería informarse si se ha incorporado la Convención al derecho interno de tal manera que sea de aplicación directa, incluyendo información sobre toda reserva o declaración hecha por el Estado parte respecto de cualquier artículo de la Convención, y sobre todo otro instrumento internacional ratificado por dicho Estado para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad. En caso de no haberse incorporado al derecho interno, informar si cabe invocar sus disposiciones ante los tribunales o las autoridades administrativas y si éstos pueden aplicarlas; si los derechos de la Convención están protegidos en la Constitución u otras leyes y en qué medida; o si los derechos de la Convención deben promulgarse o llevarse al derecho interno mediante un acto legislativo a fin de que sean aplicables. 

El Comité podrá solicitar al Estado parte información sobre las reservas realizadas al momento del depósito de su instrumento de ratificación.
El informe no debería exclusivamente describir las normas jurídicas. Por el contrario, en el informe debería explicarse la situación de hecho y la disponibilidad práctica, los efectos y el ejercicio de los recursos en caso de violación de los derechos de la Convención. Para ello, en el informe debería procurarse dar ejemplos concretos de la aplicación de la Convención, incluida la jurisprudencia nacional.
Debería proporcionarse información sobre las autoridades judiciales, administrativas o de otra índole competente en la materia. El informe debería contener información sobre las instituciones o mecanismos nacionales que trabajan para la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y garantizar sus derechos.

Los Estados deberían presentar como anexo ejemplares de sus principales textos legislativos, judiciales, administrativos y de otra índole mencionados en el informe. Los textos no se reproducirán para su distribución general, pero se pondrán a disposición del Comité para su consulta. Cuando no se cite o no se acompañe un texto como anexo al informe, éste deberá contener información suficiente para ser entendido sin necesidad de consultarlo.

Entre la información específica que se debería incluir en el informe, a fin de permitir la evaluación por parte del Comité, debería especificarse, cuál es la definición de discriminación vigente internamente y si el Estado Parte cuenta con legislación sobre diferenciación o preferencia para promover la inclusión social de las personas con discapacidad (acciones afirmativas). 

Políticas públicas en materia de eliminación de la discapacidad

Entre la información específica que se debería incluir en el informe, a fin de permitir la evaluación por parte del Comité, debería describirse de manera detallada lo siguiente:

a.
las medidas tomadas por los Estados parte para promover la capacitación de las personas con discapacidad sobre las formas de prevenir y eliminar toda forma de discriminación asegurando la defensa de sus derechos consagrados en instrumentos internacionales y regionales. En particular, interesa saber si las personas con discapacidad y sus organizaciones han sido preparadas, cuentan con el conocimiento suficiente o se piensa capacitarlas en acciones de promoción y defensa de sus derechos y las acciones de identificación y registro de las diferentes violaciones a sus derechos humanos fundamentales.

b.
las medidas de carácter legislativo, social, educacional, laboral y de otra índole adoptadas para la consecución de los objetivos de la Convención. 

c.
las medidas adoptadas por las autoridades gubernamentales y/o las entidades privadas para eliminar progresivamente la discriminación de las personas con discapacidad, así como para promover la inclusión de las personas con discapacidad en lo relativo al suministro de bienes, prestación de servicios, programas de vivienda, programas y actividades de educación, esparcimiento, deportes y su accesibilidad a las instituciones públicas y/o privadas, a los medidos de transporte y a los medios de comunicación. 
d.
las medidas adoptadas para asegurar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad así como el acceso a los mecanismos de seguridad ciudadana, y participación política. 

e.
las medidas que fueron adoptadas, en su caso, para capacitar a los funcionarios públicos encargados de aplicar la Convención.
f.
las políticas públicas adoptadas para facilitar la prevención de todas las formas de discapacidad prevenibles y las medidas adoptadas para facilitar la detección e intervención precoz de la discapacidad, el tratamiento adecuado, el acceso a la rehabilitación, el acceso a la educación, a la capacitación vocacional, a los servicios públicos con miras a garantizar el mayor nivel de independencia y calidad de vida para las personas con discapacidad. 


g.
la información y registros relativos a la discriminación y a la violación de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad, así como estadística debidamente sistematizada.

h.
si se han desplegado esfuerzos especiales para conscientizar al público y las autoridades pertinentes sobre la necesidad de prevenir y eliminar todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y de asegurar los derechos contenidos en la Convención. En particular, se debe especificar las medidas adoptadas para sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, por medio de campañas de educación, destinadas a eliminar prejuicios, estereotipos y otras actitudes que atentan contra el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad, conforme al artículo I, 2, b de la Convención.

Circunstancias o dificultades que afecten el grado de cumplimiento de la Convención
La Convención requiere que se señale cualquier circunstancia o dificultad que afecte el grado de cumplimiento de la Convención y se especificarán las medidas proyectadas para superarlas. 


Otras medidas adoptadas por los Estados
Debería detallarse todas las medidas adoptadas para facilitar la cooperación tanto con los Estados parte como, cuando corresponda, con los organismos internacionales y regionales pertinentes, así como con la sociedad civil, en particular, las organizaciones de personas con discapacidad, a fin de contribuir a la prevención y eliminación de la discriminación contra estas personas.
También sería preciso identificar las organizaciones de la sociedad civil especializadas en la materia y describir su participación en la elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas para aplicar la Convención así como en la preparación del informe. 
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